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EDITORIAL

“No entendemos bajo qué lógica se le puede ocurrir a alguien encargarle al Estado que dirija la educación universitaria, cuando su desempeño dirigiendo la educación escolar ha llevado a que el Perú ocupe el puesto 
62 de los 65 países evaluados en la última prueba PISA en comprensión lectora y razonamiento matemático”.    Editorial de El Comercio Peajes universitarios  / 04 de setiembre del 2013
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El Estado, en vez de resolver el problema educativo, parece estar decidido a empeorarlo.

N o es novedad que en educación el 
Perú salga jalado. En la prueba de 
Pisa que evalúa los resultados de la 
educación escolar terminamos casi 
al fi nal de la tabla, entre países co-

mo Kazajistán y Azerbaiyán. Y, según el último 
ránking de la prestigiosa empresa Quacquarelli 
Symonds, ninguna universidad peruana se en-
cuentra siquiera entre las 550 mejores del mun-
do. Esta lamentable situación de la educación 
peruana es el principal factor que explica que, 
como informamos ayer, el Perú ocupe un reza-
gado puesto 75 de 122 países en el último índice 
de capital humano del Foro Económico Mundial 
(mientras Costa Rica y Chile, por citar dos casos 
de la región, se ubican en los puestos 35 y 36).

Encontrarnos en este hoyo es sencillamen-
te indignante. Pero nunca tanto como la actitud 
que viene tomando el Estado al respecto: en vez 
de ayudarnos a salir del hueco, ha decidido cavar 
con ahínco para volverlo más profundo.

Por un lado, este gobierno decidió hacer bo-
rrón y cuenta nueva con la carrera pública ma-
gisterial, la única reforma importante en el sec-

tor educativo en los últimos años. Sin duda, esta 
reforma diseñada durante la administración 
pasada tenía muchas cosas que podían ser per-
feccionadas. Pero, en vez de afi nar detalles, el 
actual gobierno prefi rió descartar lo avanzado 
y empezar todo desde cero. Esto implicó un la-
mentable retroceso que no se ha visto compensa-
do de forma evidente por alguna 
innovación del nuevo esquema 
implementado. Y, además, permi-
tió que el Sutep regrese a las calles 
y a la mesa de negociación para in-
tentar sabotear cualquier intento 
de convertir la carrera magisterial 
en meritocrática.

Ahora, si de iniciativas para empeorar la edu-
cación se trata, el Legislativo se lleva la medalla 
de oro. La Comisión de Educación presidida por 
el congresista Mora se encuentra trabajando un 
proyecto de ley universitaria que pretende en-
tregarle al Estado el control de los currículos y la 
organización interna de las universidades y, ade-
más, seguir restringiendo la creación de nuevas 
instituciones de educación superior.

Por un lado, resulta increíble que alguien sue-
ñe con que el gobierno controle la gestión y los 
currículos de las universidades privadas que hoy 
gozan de autonomía. Y es que, con los paupérri-
mos resultados que el Estado obtiene en la edu-
cación pública en sus distintos niveles, ello sería 
equivalente a convertir al peor alumno de la cla-

se en el director del colegio. 
Por otro lado, difi cultar el in-

greso de nuevas instituciones edu-
cativas supondría menos opor-
tunidades para quienes quieran 
estudiar una carrera. Cosa que, 
por supuesto, solo benefi ciaría a 
las universidades ya establecidas 

(las mismas que hoy por hoy no destacan ni por 
casualidad a nivel global) ya que, al enfrentar 
una menor competencia, tendrían que esforzar-
se menos por brindar una buena educación.

El argumento que esgrime el congresista 
Mora para defender su proyecto es que en los 
últimos tiempos las universidades han surgido 
como “hongos”. Pero esta multiplicación de ins-
tituciones educativas, en contra de lo que cree el 

parlamentario, ha traído bastantes resultados 
positivos.  Por ejemplo, entre el 2001 y el 2012 la 
tasa de cobertura de educación superior pasó de 
 37,8% a 69,1% y la tasa de conclusión de los es-
tudios superiores pasó de  19,6% a 26,8%.

Ahora que la educación superior llega a más 
peruanos la meta del Estado debería ser que exis-
ta aun más competencia para que mejore la ca-
lidad (lo contrario a lo que busca el proyecto del 
señor Mora). Para esto, debería facilitar la acre-
ditación de las universidades por auditoras pri-
vadas e independientes, con la fi nalidad de que 
quien quiera estudiar una carrera en alguna de 
ellas sepa el tipo de servicio que se le brindará. Y, 
con el mismo objetivo, debería facilitar informa-
ción sobre la empleabilidad de los egresados de 
cada facultad, para que así los alumnos evalúen 
con mayor facilidad qué tan buena inversión es 
matricularse en las mismas.

No obstante, esperar que el Estado haga algo 
por sacarnos del hoyo educativo parece ser mu-
cho pedir. Pero, por lo menos, este debería tener 
la amabilidad de no interrumpir los esfuerzos 
que tantos peruanos hacen por salir del mismo.

D esde la semana pasada, el ex presi-
dente Fujimori tiene una cuenta en 
Twitter. Fuentes cercanas al reo nos 
indicaron que estaba satisfecho con 
las posibilidades que le brindaba esa 

red social: “De haber existido esto en noviembre 
del 2000, no habría tenido que gastar en un fax 
desde Tokio”, habría indicado entusiasmado el 
inquilino de la Diroes.

La primera semana no hubo mayor novedad 
en su cuenta, salvo algunos tuits que revelan que 
su depresión es cosa del pasado. Sin embargo, 
esta semana algunos hechos singulares han em-
pezado a llamar la atención.

El primero de ellos es que el ex presidente ha-
bría bloqueado las cuentas de Twitter de los prin-
cipales diarios. Lo mismo habría sucedido con 
las cuentas del Poder Judicial, el JNE, el CNM, el 
Tribunal Constitucional y el Ministerio Público. 

P iense por un momento en el 
área que ocupa Mirafl ores. 
Ahora, multiplíquela por 
155. ¿Grande, no? Bueno, 
le cuento que todos los años 

en el Perú se depreda una superfi cie de 
bosques de ese tamaño, en su mayoría 
por la agricultura migratoria. Esto supone una 
terrible destrucción de la biodiversidad y de 
un recurso que contribuye a reducir el calenta-
miento global. Pero, además, la consiguiente 
desertifi cación restringe la cantidad de agua 
disponible en el país, lo que a su vez es fruto de 
múltiples confl ictos sociales.

Ahora, si usted cree que ese desastre ecoló-
gico es el principal problema que enfrenta la 
selva, aguante un rato porque hay más: en las 
áreas rurales 46% de su población es pobre. 

Pero, ojo, ahí no acaba la cosa. En la Amazo-
nía se encuentran tres de las fuerzas que supo-
nen mayores riesgos para la seguridad nacio-
nal. Me refi ero al terrorismo, a la minería ilegal 
y al narcotráfi co (siendo estos dos últimos tan 
exitosos que llegan a exportar al año alrededor 
de US$1.800 millones y US$1.200 millones, 
respectivamente). Y, como si toda esta delin-
cuencia fuera poca, esta región concentra la 
mayor cantidad de casos de trata de personas. 

Por supuesto, todos estos problemas no son 
pura mala suerte. Más bien, tienen su origen 
en que la Amazonía es tierra de nadie, lo que la 
convierte en un paraíso de las actividades ilega-
les y en una zona donde muy pocos invierten.

¿Cómo arrancar de las garras del crimen y 
la miseria a la Amazonía? Bueno, pues habría 
que empezar por llevar a ella otras opciones de 
desarrollo que permitan el progreso de la zona 
mediante un aprovechamiento sostenible y re-
novable de sus recursos. 

Lo natural sería impulsar un progra-
ma de concesiones forestales.  Después 
de todo, luego de Brasil, el Perú es el se-
gundo país con mayor potencial fores-
tal de América Latina y existen 17 millo-
nes de hectáreas de bosque disponibles 
para este fi n(fuera de las 13 millones de 

hectáreas reservadas para comunidades nati-
vas y de las 33 millones de hectáreas de áreas 
naturales protegidas). 

Según Erik Fisher, presidente del Comité 
Forestal de ÁDEX, la explotación de esas 17 mi-
llones de hectáreas (bajo estándares internacio-
nales que aseguren su sostenibilidad) permiti-
ría una producción anual de materia prima por 
un valor de US$5.100 millones y que se podría 
multiplicar varias veces si se le diera valor agre-
gado. Y, además, posibilitaría la creación de al-
rededor de 850.000 empleos para trabajadores 
poco califi cados.  El potencial es tan grande que 
podríamos empezar a pensar en llamarnos “Pe-
rú, país forestal” y no solo “Perú, país minero”. 

Lamentablemente, la entrega de concesio-
nes forestales viene avanzando a la velocidad 
de un tanque a pedales. Desde el 2004, el Es-
tado prácticamente no ha entregado ninguna 
de ellas. Esto ha llevado a que en el 2011 nues-
tras exportaciones forestales solo llegasen a 
US$470 millones mientras que Chile (con tan 
solo 2,5 hectáreas disponibles para esta indus-
tria y sin un solo centímetro de Amazonía) ex-
porta cerca de US$6.000 millones en este tipo 
de productos.

Esto sucede por inefi ciencia y por falta de de-
cisión política. Pero también porque nunca fal-
ta quien cree que toda la selva debe mantenerse 
virgen, olvidando que esa virginidad, hoy en-
vuelta en pobreza,  es profanada a diario por el 
terrorismo, el narcotráfi co y la minería ilegal.

L as redes sociales no solo han re-
formulado nuestras relaciones 
personales, también han trans-
formado la forma de hacer polí-
tica en el mundo. En el 2001, en 

Filipinas, se convocó la primera protesta 
multitudinaria que terminaría con la sa-
lida de un presidente de su cargo a través de men-
sajes de texto. A lo largo de la primavera árabe, 
Facebook y Twitter jugaron un rol crucial en or-
ganizar, difundir e iniciar las protestas que termi-
naron derrocando a los gobiernos autoritarios en 
Egipto, Túnez y Libia; las mismas protestas que 
sirvieron como detonador de la actual guerra ci-
vil en Siria. Desde ahí, se han usado las mismas 
tecnologías para convocar manifestaciones en 
contra de políticas de gobiernos en todos lados, 
incluyendo –desde hace poco– al Perú. Las ma-
nifestaciones en contra de la famosa repartija se 
prepararon desde las redes sociales (#verguen-
zanacional), al igual que el plantón de los traba-
jadores independientes en la plaza San Martín 
contra la norma que los obligaba a aportar al sis-
tema de pensiones; y las principales presiones 
que forzaron al Ministerio del Interior a suspen-
der el sistema de las fotopapeletas vinieron de 
una página de Facebook (Alerta de policías con 
cámara de velocidad) con más de 40.000 fans.

Estos medios de comunicación masiva se han 
caracterizado por ofrecerle al público un acceso 
irrestricto y sin censura a la información (infor-
mación no siempre disponible en la prensa tradi-
cional) mientras que ha integrado a personas an-
tes inconexas en una misma red, haciendo más 
rápido el fl ujo y la libertad de la información. La 
combinación de estos atributos ha resultado en 
un espacio ideal para el debate público, con au-
diencias impensables para personas ordinarias, 
facilitando el encuentro de puntos en común y el 

emprendimiento de acciones colectivas; 
es decir, una plataforma para demandar 
cambios. En otras palabras, las redes so-
ciales han empoderado a los ciudadanos.

El nuevo panorama no solo ha cam-
biado las reglas de juego para los regí-
menes autoritarios, para las democra-

cias también esta es una nueva etapa. Si antes 
a los candidatos les bastaba con pasearse por 
el país dispensando propuestas incumplibles –
igual recién después de cinco años tendrían que 
afrontar las consecuencias de estas; eso es, si los 
votantes se acuerdan– para alcanzar los votos 
necesarios, momento en que terminaba la ca-
rrera, ahora la relación entre las personas en el 
poder y los ciudadanos es continua durante el 
mandato. En ese sentido los gobiernos están for-
zados a ser más sensibles a la voluntad de los go-
bernados, que tienen la capacidad de hacer un 
mayor contrapeso al poder del Estado, “demo-
cratizándolo”.

Sin embargo, hasta ahora la efectividad de las 
redes sociales como herramienta política ha sido 
mejor evidenciada en casos de indignación, vale 
decir, para ejercer oposición. El problema es que 
con cualquier tipo de reforma o cambio en el sta-
tu quo necesariamente habrá un grupo directa-
mente perjudicado, aun cuando el benefi cio sea 
para la gran mayoría. Y el interés concreto del 
grupo afectado de forma directa siempre prima-
rá por sobre el difuso interés de la mayoría bene-
fi ciada indirectamente. 

Esta arista implica un gran riesgo de inmovi-
lización para los gobiernos. Un riesgo amplifi ca-
do, además, por un gobierno tan débil como el 
nuestro, que ha probado ser fácil de intimidar. El 
riesgo, fi nalmente, es la emergencia de una nue-
va forma de gobierno, uno en el cual las minorías 
deciden el curso del país.

INDIGNANTE
El Perú ocupa un 

rezagado puesto 75 de 
122 países en el último 

índice de capital humano 
del Foro Económico 

Mundial.

- MARIO MOLINA - - EL TUNCHE -

Una conocida congresista fujimorista –también 
tuitera– ha salido a aclarar el tema con un tuit 
que dice: “Al ex presidente lo embarga la nostal-
gia, pedimos comprensión y respeto”.

Sin embargo, lo más preocupante se está pro-
duciendo en las últimos días, donde las cuentas 
de usuarios opositores a Fujimori han empezado 
a desaparecer sistemáticamente. “Descartamos 
cualquier tipo de responsabilidad”, indicó la con-
gresista con otro tuit, al que agregó: “Seguro los 
usuarios han autosecuestrado sus cuentas”. La 
sensación de ‘déjà vu’ invadió a todos los tuiteros.

Virginidad profanada El gobierno de la minoría


